II. Responde a las siguientes preguntas de manera amplia, con la motivación y el fundamento que corresponda en su rol de titular del Órgano Interno de Control de un Organismo Constitucional Autónomo. 
1. En cuanto al procedimiento de contratación pública. 
1.1. Describe a detalle que observa en el caso (la teoría del caso) y las presuntas irregularidades que advierta dentro del procedimiento de contratación y prestación del servicio
· Se observa que las presuntas irregularidades quedan sujetas a la verificación del OIC o Contraloria
· Un posible conflicto de interés del servidor publico con la empresa adjudicada y posible falta grave por parte del servidor publico y de la persona moral 

· Que posiblemente no existieron testigos sociales lo cual evidencia una falta de revisión a los expedientes de compra dando ventajas indebidas al adjudicado

· Que el Proveedor adjudicado presumiblemente no se encuentra registrado en el Padrón 

· Que no existe fianza o garantía del proveedor lo cual podría ser contrario a lo que dispone la Ley de Compras Gubernamentales Enajenaciones y Contratación de Servicios del Estado de Jalisco y sus Municipios.

· Que posiblemente se pagaron los servicios sin haberse prestado 
1.2. ¿Cuáles son las reglas de contacto u otras que debió guardar la persona servidor público del ente público con relación a los licitantes, señale el fundamento?

En relación a las reglas de contacto que debió guardar el servidor público del ente con relación a los licitantes, debió de observar aquellas que se encuentran en el Titulo Cuarto de la Ley de Compras Gubernamentales, Enajenaciones y Contratación de Servicios del Estado de Jalisco relativo al protocolo de actuación de los servidores públicos en materia de contrataciones públicas así como las del Capitulo II del Reglamento de esa Ley,  y las normas complementarias al protocolo de actuación de los servidores públicos en materia de contrataciones públicas referentes a las reglas del contacto, al sistema de registro de servidores públicos y al sistema de manifiestos de vínculos y relaciones de declaraciones de integridad y no colusión. El Fundamento legal es el artículo 119 de la Ley de Compras Gubernamentales Enajenaciones y Contratación de Servicios del Estado de Jalisco
“Artículo 119. 

1. La Contraloría y los órganos de control de los entes públicos serán competentes para emitir las normas relativas a las reglas de contacto o de actuación de los servidores públicos que intervengan en la atención, tramitación y resolución de los procedimientos de contrataciones públicas, concesiones, licencias, permisos o autorizaciones y sus prorrogas, enajenación de bienes muebles y avalúos.

2. En el marco de la competencia de la Administración Pública del Estado dicho Protocolo será aplicable en relación con los servidores públicos de los Municipios que intervengan en la tramitación, atención y resolución de los procedimientos señalados en el párrafo anterior, en el marco de convenios de colaboración o coordinación para la ejecución de programas, obras, acciones, proyectos y servicios, con recursos públicos estatales. 

3. El incumplimiento a las obligaciones previstas en el Protocolo de Actuación, será causa de responsabilidad administrativa, de conformidad con la Ley de la materia.”
1.3. ¿Considera que cualquiera de los hechos advertidos, podría haberse detectado durante la participación del OIC en el Comité de Adquisiciones?
Si de conformidad al artículo 37 de la Ley de Compras Gubernamentales, Enajenaciones y Contratación de Servicios del Estado de Jalisco, se considera que el OIC en el Comité de Adquisiciones se considera que SI pudo haber detectado ya que Ley de Compras Gubernamentales, Enajenaciones y Contratación de Servicios del Estado de Jalisco ya que debió observar el parentesco a través del Manifiesto de Vínculos y Relaciones declaraciones de integridad y no colusión que debió de haber presentado la persona jurídica y en donde se debe relacionar quienes son los socios de la persona moral como establecen los artículos  27 , y 28, 29, 30, 35 y 37  y 38 de las normas complementarias al protocolo de actuación de los servidores públicos en materia de contrataciones publicas referentes a las reglas de contacto. 
Ya que la contraloría deberá revisar la información presentada en el manifiesto y la confrontara con la que exista en la declaración de conflicto de interés de los servidores públicos responsables de la atención, tramitación o resolución del procedimiento correspondiente, con el objeto de verificar y determinar si existe o no algún vínculo o relación personal familiar o de negocios con los participantes en el mismo. 

2. Respecto de la investigación, substanciación y resolución de los procedimientos de responsabilidad administrativa.

 2.1 En la etapa de investigación, qué diligencias ordenaría para allegarse de información y pruebas necesarias para soportar la presentación de un eventual Informe de Presunta Responsabilidad Administrativa (IPRA). ¿Qué características debe contener el IPRA en un caso como el descrito?
· Requeriría al Registro Público de la Propiedad y Comercio y  al Archivo de instrumentos públicos todos los testimonios de la Sociedad y de los Poderes inscritos así como sus Estatutos y Modificaciones.
· El Expediente completo de la Licitación y la búsqueda del registro de inscripción de la persona moral en el RUPC Registro Estatal Único de Proveedores y Contratistas 

· La evidencia o soporte de que se prestó el Servicio Contratado 
· Los Estados Financieros y documentación contable soporte de los pagos realizados a la empresa

· El Manifiesto de Vinculos y Relaciones y declaración de conflicto de interés y no colusión

Ahora bien las características que debe contener el IPRA en el caso descrito, es que debe contener la Calificación de la falta administrativa presuntamente cometida, las características que debe contener son las que establece el artículo 194 de la Ley General de Responsabilidades Administrativas, siendo: 
“Artículo 194. El Informe de Presunta Responsabilidad Administrativa será emitido por las Autoridades investigadoras, el cual deberá contener los siguientes elementos:

I.
El nombre de la Autoridad investigadora;

II.
El domicilio de la Autoridad investigadora para oír y recibir notificaciones;

III.
El nombre o nombres de los funcionarios que podrán imponerse de los autos del expediente de responsabilidad administrativa por parte de la Autoridad investigadora, precisando el alcance que tendrá la autorización otorgada;

IV.
El nombre y domicilio del servidor público a quien se señale como presunto responsable, así como el Ente público al que se encuentre adscrito y el cargo que ahí desempeñe. En caso de que los presuntos responsables sean particulares, se deberá señalar su nombre o razón social, así como el domicilio donde podrán ser emplazados;

V.
La narración lógica y cronológica de los hechos que dieron lugar a la comisión de la presunta Falta administrativa;

VI.
La infracción que se imputa al señalado como presunto responsable, señalando con claridad las razones por las que se considera que ha cometido la falta;

VII.
Las pruebas que se ofrecerán en el procedimiento de responsabilidad administrativa, para acreditar la comisión de la Falta administrativa, y la responsabilidad que se atribuye al señalado como presunto responsable, debiéndose exhibir las pruebas documentales que obren en su poder, o bien, aquellas que, no estándolo, se acredite con el acuse de recibo correspondiente debidamente sellado, que las solicitó con la debida oportunidad;

VIII.
La solicitud de medidas cautelares, de ser el caso, y

IX.
Firma autógrafa de Autoridad investigadora.”

2.2 Describa cuáles pudieran ser las posibles faltas administrativas que advierte, si son graves o no graves y quién o quiénes pudieron haberlas cometido. ¿Advierte la comisión de algún delito?
De comprobarse el conflicto de interés y colusión se cometería una falta grave  por una  parte del servidor público y por otra del representante legal de la empresa y la empresa en cuyo caso tendría que  substanciarse y remitirse a la Sala especializada del Tribunal de Justicia Administrativa del Estado de Jalisco para su resolución, de conformidad con los artículos 51, 65, 78 y 209 de la Ley General de Responsabilidades Administrativas 
Artículo 70. Incurrirá en colusión el particular que ejecute con uno o más sujetos particulares, en materia de contrataciones públicas, acciones que impliquen o tengan por objeto o efecto obtener un beneficio o ventaja indebidos en las contrataciones públicas de carácter federal, local o municipal.

También se considerará colusión cuando los particulares acuerden o celebren contratos, convenios, arreglos o combinaciones entre competidores, cuyo objeto o efecto sea obtener un beneficio indebido u ocasionar un daño a la Hacienda Pública o al patrimonio de los entes públicos.

Cuando la infracción se hubiere realizado a través de algún intermediario con el propósito de que el particular obtenga algún beneficio o ventaja en la contratación pública de que se trate, ambos serán sancionados en términos de esta Ley.

Las faltas referidas en el presente artículo resultarán aplicables respecto de transacciones comerciales internacionales. En estos supuestos la Secretaría de la Función Pública será la autoridad competente para realizar las investigaciones que correspondan y podrá solicitar a las autoridades competentes la opinión técnica referida en el párrafo anterior, así como a un estado extranjero la información que requiera para la investigación y substanciación de los procedimientos a que se refiere esta Ley, en los términos previstos en los instrumentos internacionales de los que ambos estados sean parte y demás ordenamientos aplicables.

Para efectos de este artículo se entienden como transacciones comerciales internacionales, los actos y procedimientos relacionados con la contratación, ejecución y cumplimiento de contratos en materia de adquisiciones, arrendamientos, servicios de cualquier naturaleza, obra pública y servicios relacionados con la misma; los actos y procedimientos relativos al otorgamiento y prórroga de permisos o concesiones, así como cualquier otra autorización o trámite relacionados con dichas transacciones, que lleve a cabo cualquier organismo u organización públicos de un estado extranjero o que involucre la participación de un servidor público extranjero y en cuyo desarrollo participen, de manera directa o indirecta, personas físicas o morales de nacionalidad mexicana.

2.3 De las posibles faltas administrativas que advirtió, ¿Cuáles serían las pruebas idóneas para acreditar tanto la existencia de la posible falta administrativa, así como para vincular al presunto responsable al procedimiento de responsabilidad administrativa
La Constancia de que la empresa no se encuentra Registrada en el Padrón de Contratistas
Los Estatutos que acrediten el parentesco consanguíneo de uno de los socios de la empresa adjudicada con el Servidor público, al momento en que se celebró la operación.
Los Estados Financieros y los pagos realizados a la empresa 

El Manifiesto de Vínculos y Relaciones y declaración de conflicto de interés y no colusión

3. Por lo que toca al control interno y como parte de las acciones tendientes a prevenir hechos de corrupción, a cargo del Órgano Interno de Control. 
3.1 Qué recomendaciones, en cuanto a buenas prácticas, haría al Comité de Adquisiciones u otras áreas internas, para prevenir eventuales conflictos de interés y mejorar los procedimientos de compras públicas.

Que siempre estén presentes los testigos sociales 
Que sean presentados en tiempo y forma los requisitos de la Ley de Compras relativos a los Procedimientos.

Que se tenga actualizado el Padrón de Proveedores y los expedientes de conflicto de interés de los servidores públicos así como los Manifiestos de vínculos y relaciones de declaraciones de integridad y no colusión. 

3.2 ¿Ordenaría la práctica de algún tipo de auditoría y en caso afirmativo, qué información debe arrojar y sus principales etapas?
SI ordenaría la práctica de una auditoria legal de cumplimiento la cual arrojaría el debido cumplimiento de cada uno de los requisitos que marca la Ley para una debida tramitación de una licitación pública y otra financiera para la revisión de estados financieros de la empresa participante. 
Las etapas son Solicitud de información, recepción de la información, informe y resultados preliminares de auditoria, recomendaciones y observaciones y cumplimiento en su caso y seguimiento. 

